El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.

2018-00320-01

Maria de Carmen Alarcón Bañol Vs Colpensiones. Rad 660031-05-002-2018-00320-01

Providencia:                            
Sentencia de 24 de agosto de 2018
Radicación Nro. :

66001-31-05-002-2018-00320-01
Accionante:
María del Carmén Alarcón Bañol
Accionados:
Colpensiones  
Proceso:
Acción de Tutela 

Juzgado de Origen:                    Segundo Laboral del Circuito  
Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz
Temas: 
DEBIDO PROCESO/ CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL/ ENTIDADES RESPONSABLES DE LA CALIFICACIÓN DE LA PCL/ EXÁMENES COMPLEMENTARIOS PARA REALIZAR LA CALIFICACIÓN DE PCL/ INEXISTENCIA VULNERACIÓN GARANTÍAS CONSTITUCIONALES/ REVOCA
Respecto a la realización de pruebas complementarias dada la necesidad de ser evaluada por las especialidades de “ORTOPEDIA Y TRAUMATOLOGÍA, CIRUGÍA GENERAL, PSIQUIATRÍA y OFTALMOLOGÍA”, frente a la falta de recursos económicos para sufragar los gastos que implica completar la documentación requerida por Colpensiones para calificar su estado de invalidez en primera oportunidad, debe señalarse que precisamente esa insolvencia a la que hace referencia la actora y su estado de vulnerabilidad en consideración a su situación médica y avanzada edad, le ha permitido beneficiarse del régimen subsidiado en salud y recibir los servicios de parte de la ASMET SALUD EPS-S, por lo tanto, es claro que los éxamenes y conceptos que requiere para continuar con el proceso de determinación de la pérdida de capacidad laboral, pueden atenderse con la correspondiente solicitud a  dicha entidad, en orden a que se complemente su historia clínica, tal como lo requiere Colpensiones.

Vale la pena señalar que como quiera que la accionante no ha acudido ante su EPS-S para solicitarle los servicios referidos, ningún requerimiento al respecto puede hacer la Sala en esta oportunidad, ni siquiera ordenar su vinculación, pues ello es ajeno a la controversia y a la problemática planteada por la tutelante.
De acuerdo con lo expuesto, como quiera que no se evidencia que el actuar de Colpensiones haya puesto en riesgo las garantías constitucionales frente a las cuales se buscaba protección, la sentencia de primer grado será revocada.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho
Acta N° 0         24 de agosto de 2018
Procede la Sala Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el día 9 de julio de 2018, dentro de la acción de tutela que le promueve la señora MARÍA DEL CARMEN ALARCÓN BAÑOL.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la señora María del Carmén Alarcón Bañol que en la actualidad cuenta con 60 años de edad; que vive en el municipio de Balboa con su cónyuge, quien se encuentra imposibilitado para trabajar debido a su precaria condición de salud, situación que comparten, pues afirma que ella también padece una serie de patologías que han ido menguando su capacidad para trabajar.
Refiere que debido a su condición médica solicitó ante Colpensiones, entidad a la que se encuentra afiliada como cotizante activa, la valoración de la pérdida de su capacidad laboral, para lo cual aportó la historia clínica, con todos los exámenes complementarios que soportan su cuadro médico, los cuales no resultaron suficientes, pues le fueron requeridas otras valoraciones por diferentes especialidades, así como exámenes diagnósticos adicionales.
Señala que la actuación de Colpensiones es dilatoria y vulnera el debido proceso, en tanto que de manera injustificada, le exige cargas que le son imposibles cumplir debido a sus precarias condiciones económicas y médicas, por lo que reclama la protección de dicha garantía constitucional por esta vía y, como consecuencia de ello se ordene a la entidad accionada preceder con el trámite de calificación de la pérdida de capacidad laboral teniendo en cuenta la historia clínica aportada al momento de elevar la petición al respecto o que Colpensiones asuma el pago de los exámenes complementarios que ordenó en su caso.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito el cual luego de admitirla corrió traslado por tres (3) días a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.

Dentro del término, Colpensiones dio respuesta a la acción, haciendo un recuento de lo acontecido en el trámite administrativo iniciado por la actora, con el fin de que se lleve  a cabo, por esa entidad, la calificación de pérdida de capacidad laboral, para señalar que en comunicación de fecha 29 de mayo de 2018 le fue informado a la demandante que para efectos de proferir el dictamen correspondiente se requería “COPIA DE LA HISTORIA CLÍNICA COMPLETA Y ACTUALIZADA O RESUMEN DE LA MISMA” y “VALORACIÓN POR ORTOPEIDA Y TRAUMATOLOGÍA CON GONIOMETRÍA DE RODILLA DERECHA, VALORACIÓN POR CIRUGÍA GENERAL, VALORACIÓN POR PSIQUIATRÍA, INDICANDO DIAGNÓSTICO, TIEMPO DE EVOLUCIÓN, ESTADO ACTUAL Y PRONÓSTICO –VALORACIÓN POR AFTALMOLOGIA (sic) INCLUYENDO AGUDEZA VISUAL CON CORRECCIÓN Y CAMPITETRÍA VISUAL-VALORACIÓN POR REUMATOLIGÍA MENOR A 6 MESES.”
Informa la accionada que dicho requerimiento no ha sido atendido por la peticionaria, por lo tanto, no evidencia la vulneración que aduce la accionante, máxime cuando no es la llamada a programar o agendar la cita para las valoraciones solicitadas.

Mediante providencia de fecha nueve de julio de 2018, la funcionaria de primer grado, a pesar de que anunció que las garantías protegidas serían el debido proceso, la seguridad social, la dignidad humana y el mínimo vital, amparó el derecho fundamental de petición de la señora María del Carmén Alarcón Bañol.

Para la funcionaria, dicha afectación se concreta en el requerimiento a la actora por parte de Colpensiones del cumplimiento de requisitos adicionales a los previstos en la ley para efectuar la calificación de la pérdida de capacidad laboral solicitada por aquélla, al paso que pone en riesgo otros derechos de raigambre constitucional, en cuanto impide el acceso a otras prestaciones contempladas en el Régimen de Seguridad Social.
Inconforme con tal decisión Colpensiones trajo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la acción, adicionando el hecho de que la accionante debe acudir ante la EPS a la cual se encuentra afiliada para que sea ésta la que le realice las valoraciones que se requieren.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala los siguientes lo problemas jurídicos:

¿Vulnera Colpensiones los derechos fundamentales de su afiliada por solicitarle exámenes y valoraciones complementarios para calificar la pérdida de capacidad laboral?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. ENTIDADES RESPONSABLES DE LA CALIFICACIÓN DE LA PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL.

El decreto 019 de 2012, en su artículo 142 del Decreto 019, determinó las autoridades responsables de establecer la pérdida de capacidad laboral.  El mentado artículo señala lo siguiente. 

“El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, quedará así:

"Artículo 41.Calificación del Estado de Invalidez. El estado de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para la calificación de invalidez vigente a la fecha de calificación. Este manual será expedido por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar la imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales. (…)”. (Negrilla para resaltar).
Conforme la disposición en cita, es claro que a Colpensiones, entre otras entidades les está asignada la función de calificar la pérdida de capacidad laboral de sus afiliados.
2. DE LOS EXÁMENES COMPLEMENTARIOS PARA REALIZAR LA CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL EN LA PRIMERA OPORTUNIDAD.
Como quiera que no existe regulación en relación con el procedimiento que debe seguir la entidad que emite calificación de invalidez en la primera oportunidad, necesario es remitirse al Decreto 1352 de 2013, por medio del cual se reglamentó la organización y el funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, y se dictan otras disposiciones, dentro de las funciones asignadas a dichos órganos, estableció la de “Ordenar la práctica de exámenes y evaluaciones complementarias, diferentes a los acompañados en el expediente que considere indispensables para fundamentar su dictamen” –numeral 9º artículo 10-. 

Cómo puede observarse, ninguna irregularidad ni arbitrariedad reviste el hecho de que la entidad encargada del efectuar la valoración, solicite exámenes o evaluaciones complementarias, cuando la legislación que regula la materia, así lo contempla.  Para la Corte Constitucional, no resulta extraño que las evaluadoras hagan solicitudes en ese sentido, pues estima que están llamadas a realizar un análisis completo de la condición médica del paciente.  En la Sentencia T-290 de 2015, con base en la regulación anterior de funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, esto es el Decreto 2463 de 2001, dijo:

“En resumen, al momento de examinar la situación de incapacidad de un afiliado que solicita ser valorado, las juntas de calificación de invalidez deben atender el principio de buena fe y debido proceso, valorando completamente el estado de salud de la persona y, en caso de ser necesario, ordenar a las entidad administradora o empresa promotora de salud, la realización de evaluaciones o exámenes complementarios que considere indispensables para determinar el porcentaje de afectación del `conjunto de las habilidades, destrezas, aptitudes, y/o potencialidades de orden físico, mental y social, que el permiten a individuo desempeñarse en un trabajo habitual´” (negrilla fuera de texto)
3. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-023 de 2018, esta Corporación sostuvo:

“En efecto, esta Corporación ha sostenido que el derecho al debido proceso administrativo se entiende vulnerado cuando las autoridades públicas, en ejercicio de la función administrativa, no siguen estrictamente los actos y procedimientos establecidos en la ley para la adopción de sus decisiones y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados”.
4. CASO CONCRETO

Conforme los hechos de la acción, la actora reprocha el hecho de que Colpensiones le haya solicitado exámenes y valoraciones complementarias para realizar la calificación de la pérdida de capacidad laboral, cuando, con la solicitud inicial, aportó la historia clínica completa, con la que estima puede hacerse el peritaje pertinente.

Lo primero que debe decirse al respecto, es que ninguna afectación de derechos fundamentales se percibe respecto al requerimiento efectuado por Colpensiones, respecto a los exámenes y valoraciones que anunció como necesarios para realizar la calificación, pues la legislación que regula el asunto así lo prevé y la jurisprudencia constitucional avala tal actuación, ya que considera que con ello se garantiza la evaluación completa e integral del estado de salud del calificado.
Ahora, no resulta procedente que por agilizar el trámite se ordene la valoración con la historia clínica aportada, como lo hizo la funcionaria de primer grado, por cuanto el juez de tutela no está facultado para determinar qué exámenes y valoraciones se requieren o resultan suficientes para llevar a cabo dicho experticio, pues no se cuenta con los conocimientos científicos para llegar a esa conclusión.  Además, considera la Sala que la decisión de Colpensiones, lejos de ser lesiva para la afiliada, opera a su favor, en el sentido de que al aportar lo requerido,  le serán tenidas en cuenta todas las patologías que la aquejan, al obrar en el expediente diagnósticos, conceptos y exámenes debidamente actualizados. En otras palabras,   insistir en que la calificación se profiera con los documentos aportados por el solicitante, podría resultar negativo para el calificado, en tanto que no lograría una calificación que atienda sus verdaderas condiciones de salud.
Respecto a la realización de pruebas complementarias dada la necesidad de ser evaluada por las especialidades de “ORTOPEDIA Y TRAUMATOLOGÍA, CIRUGÍA GENERAL, PSIQUIATRÍA y OFTALMOLOGÍA”, frente a la falta de recursos económicos para sufragar los gastos que implica completar la documentación requerida por Colpensiones para calificar su estado de invalidez en primera oportunidad, debe señalarse que precisamente esa insolvencia a la que hace referencia la actora y su estado de vulnerabilidad en consideración a su situación médica y avanzada edad, le ha permitido beneficiarse del régimen subsidiado en salud y recibir los servicios de parte de la ASMET SALUD EPS-S, por lo tanto, es claro que los éxamenes y conceptos que requiere para continuar con el proceso de determinación de la pérdida de capacidad laboral, pueden atenderse con la correspondiente solicitud a  dicha entidad, en orden a que se complemente su historia clínica, tal como lo requiere Colpensiones.

Vale la pena señalar que como quiera que la accionante no ha acudido ante su EPS-S para solicitarle los servicios referidos, ningún requerimiento al respecto puede hacer la Sala en esta oportunidad, ni siquiera ordenar su vinculación, pues ello es ajeno a la controversia y a la problemática planteada por la tutelante.
De acuerdo con lo expuesto, como quiera que no se evidencia que el actuar de Colpensiones haya puesto en riesgo las garantías constitucionales frente a las cuales se buscaba protección, la sentencia de primer grado será revocada.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el 9 de julio de 2018.
SEGUNDO: NEGAR la protección solicitada por la señora MARIA DEL CARMEN ALARCÓN BAÑOL.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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